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Congresista Nancy Pelosi, Vocera de la Cámara de Baja 
Congresista Charles Rangel, Presidente del Comité de 
Medios y Arbitrios  
Congresista Sander Levin, Presidente, Subcomité de 
Comercio, Medios y Arbitrios 
 
Estimados Honorables miembros del Congreso:  
 
Les dirigimos esta carta abierta a ustedes como líderes de 
la mayoría demócrata del Congreso. Los instamos a votar 
negativamente el propuesto Tratado de Libre Comercio 
(TLC) que está siendo considerado junto con más ayuda 
militar a Colombia. Existen positivos acuerdos comerciales 
entre países, pero este tratado no es bueno ni para el 
pueblo de Estados Unidos ni para el de Colombia. Abundan 
las razones para rechazarlo.  
 
El TLC aumentaría la disponibilidad de las drogas en las 
calles de Estado Unidos, y perjudicaría la agricultura 
colombiana, destruyendo la autosuficiencia alimentaria del 
país. El aumento de las importaciones colombianas de 
alimentos de Estados Unidos, empujaría a los campesinos 
al cultivo de productos ilícitos. Cosechar coca y amapola 
sería la única alternativa económicamente viable para 
muchos campesinos y trabajadores rurales honestos.  
 
El TLC elevaría el calentamiento global al propiciar un grave 
daño ecológico en los bosques tropicales y tierras vírgenes 
de Colombia, además de los efectos ambientales negativos 
que ya causan los químicos utilizados para la aspersión de 
los cultivos de coca. El TLC se limita a demandar que el 
Gobierno colombiano cumpla con sus propias y muy laxas 
leyes ambientales, las cuales han sido severamente 
debilitadas en los últimos años.  
 



El TLC conducirá, al igual que los tratados con México y 
Centroamérica, a un incremento de la migración ilícita a 
Estados Unidos. El TLCAN ha sido un desastre para los 
agricultores mexicanos. A muchos de ellos los ha expulsado 
de sus tierras hacia las ciudades y hacia el norte, a los 
Estados Unidos, en busca de trabajo e ingresos. De 
aprobarse el TLC con Colombia, estaríamos a la espera de 
más extranjeros indocumentados.  
 
El TLC produciría más desempleo entre los trabajadores 
estadounidenses y presionaría a la baja los salarios en este 
país. Nuestros trabajadores estarían expuestos a competir 
con un mercado laboral que es escandaloso por sus 
incontables violaciones de los derechos humanos y 
laborales. Los trabajadores estadounidenses están luchando 
por un salario digno, y esto marcaría un retroceso en ese 
empeño.  
 
El TLC está siendo negociado con un gobierno implicado en 
severas violaciones a los Derechos Humanos por cuenta de 
su cooperación con escuadrones de la muerte paramilitares. 
Alrededor de un centenar de dirigentes políticos cercanos al 
Presidente Uribe fueron encarcelados, son fugitivos de la 
ley o están implicados en acciones de los grupos 
paramilitares. Ya hay nueve miembros del Congreso de 
Colombia, todos estrechos aliados de la administración 
Uribe, que han sido acusados por la Corte Suprema de 
Justicia de esa nación por su comprometimiento con los 
paramilitares.  
 
Los Estados Unidos apoya a este Gobierno con ayuda 
militar y financiera a través de los costosos Plan Colombia 
2001 y la Iniciativa Regional Andina, los cuales han 
fracasado por completo en su objetivo, públicamente 
estatuido, de reducir la producción de coca y amapola en 
un 50%. Simplemente la ayuda ha producido un enorme 
daño ecológico debido a las fumigaciones aéreas y un 
desproporcionado desplazamiento de las comunidades 
indígenas y afrocolombianas. Los militares colombianos han 
utilizado la ayuda de Estados Unidos para fortalecer su 
campaña en contra de los grupos guerrilleros. A nombre de 



la lucha antisubversiva, severas violaciones a los Derechos 
Humanos y ataques a la población civil han ocurrido. 
Algunos de estos operativos, que en muchos casos 
aparecen estrechamente conectados con depredaciones 
paramilitares, han forzado el desplazamiento de 
campesinos de sus tierras.  
 
Colombia cuenta con más de 3.7 millones de desplazados, 
ocupando el segundo lugar en el mundo después de Sudán. 
Pequeñas parcelas abandonadas por campesinos, 
afrocolombianos e indígenas han sido usurpadas por 
elementos ligados a los narcotraficantes y convertidas en 
grandes propiedades. El TLC exacerbaría y haría 
permanente la represión sobre la población rural y tendría 
un impacto extremadamente negativo sobre la agricultura 
en general.  
 
Las propiedades tomadas por la fuerza y/o dineros del 
narcotráfico están siendo legalizadas por el Gobierno 
colombiano, y las tierras dedicada a labores agrícolas están 
siendo reemplazadas por siembras de coca o, siguiendo el 
modelo del TLC, por cultivos, ya no de productos 
alimenticios de primera necesidad, sino de exportación a 
gran escala, tales como frutas tropicales, o grandes 
plantaciones de palma de aceite para la producción de 
biodisel. Estas transformaciones erosionan la seguridad 
alimentaria nacional, en tanto favorecen a unas cuantas 
grandes corporaciones. La opinión pública del mundo 
entero es altamente crítica de la cooperación y apoyo que 
la administración estadounidense actual le está dando a 
estas condiciones opresivas en Colombia.  
 
El TLC es en esencia tan inconsistente, que ningún número 
de “cartas adjuntas” de intención, o apéndices y enmiendas 
especiales pueden arreglarlo. Si votan a favor de este 
tratado, estarán votando por una mayor disponibilidad de 
drogas en las calles de Estados Unidos, mayor destrucción 
ambiental, mayor inmigración ilegal, mayor padecimiento 
para la clase media, respaldo a un gobierno involucrado en 
severas violaciones a los derechos humanos, respaldo a 
una crisis humanitaria de gigantescas proporciones en 



Colombia y un acrecentado daño a nuestra reputación 
moral internacional.  
 
Por favor, voten en contra del TLC y de proporcionar más 
ayuda militar a Colombia.  
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